Concepción, tres de marzo de dos mil nueve.

Se deja constancia que los Ministros Sra. Bavestrello y Sr. Gutiérrez tuvieron  feriado legal durante el mes de febrero de 2009.     

Vistos:

           Se eliminan los raciocinios cuadragésimo octavo y cuadragésimo noveno de la sentencia en alzada; en el motivo décimo de la misma, se sustituye la voz “triple” por el vocablo “doble”; en el considerando décimo cuarto , se elimina el párrafo signado  con la letra c); en la reflexión décimo séptima se sustituyen las expresiones “por que” por la voz “porque”; en la letra c) del basamento vigésimo cuarto, se sustituye el apellido “garcía” por “García”; en la primera línea del párrafo 3° del mismo motivo, antes de los apellidos “Orellana Gatica” se anteponen los nombres “Artemio del Carmen”; en el considerando trigésimo noveno se extrae la siguiente frase “lo recriminaron por su actuar con la policía”; en la reflexión cuadragésima tercera se excluye la expresión “ansiosamente”; en el motivo quincuagésimo primero se suprime su frase final, que comienza con las expresiones “Finalmente, por la extensión….”;  lo propio se realiza en la frase final del quincuagésimo segundo, en que se elimina la frase que empieza con la voz “Finalmente,…” y termina con el guarismo “18.216” ; en el fundamento quincuagésimo noveno se elimina la frase que comienza con las expresiones “Una situación…” y termina con las palabras “…Fuerzas Armadas”;  en la letra e) del fundamento sexuagésimo segundo se sustituye la voz “como” por “cómo” y en el párrafo segundo de la misma, se sustituye “a” por “al”; en el basamento sexuagésimo quinto, entre el apellido “Concha” y la expresión “como” se intercalan las palabras “salvo el referido a Segundo Reyes González” y, en el mismo, se eliminan los apellidos “Reyes González” que anteceden a las voces “se rechazará”; se elimina el raciocinio  sexuagésimo sexto y el título que lo antecede; se la reproduce en lo demás.

          Y se tiene en su lugar y, también, presente:

          1°) Que para condenar al procesado  Jorge Maturana Concha como autor del delito  de secuestro calificado de Segundo Hernán Reyes González, no sólo se requiere que se encuentre acreditada la existencia del hecho punible, sino que también debe encontrarse comprobado,  a través de los medios de prueba legal, que en él le haya correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley;


2º) Que consta de sus declaraciones de fojas 734 vuelta, que el acusado Maturana Concha ha negado su participación y responsabilidad en el delito antes mencionado;


3º) Que los antecedentes mencionados por el Sr. juez “a quo” no reúnen los requisitos exigidos por el artículo 488 del Código de Procedimiento Penal para tener por comprobada su participación punible, pues son insuficientes para ello. 

           En efecto, conviene recalcar que en la síntesis de la declaración prestada por Aladino Ormeño Ormeño, que se contiene en la letra j) del basamento cuadragésimo cuarto del fallo de primer grado, no se consideró ni consignó por el “a quo” el párrafo final de dicha declaración, en donde se señala textualmente por el declarante “En relación al secuestro de Segundo Hernán Reyes González por el que se me interroga, de éste no tengo conocimiento, tampoco sé su nombre, yo sólo vi lo que relaté con antelación”…ergo, lo que declaró anteriormente y a lo cual se refiere el Sr. magistrado de primera instancia, no tiene relación alguna con el secuestro de Segundo Reyes González y, en consecuencia, no puede ser considerado como elemento de cargo para el imputado.

          Que, por otra parte, el testimonio del Carabinero Pedro Fuentes Llanos es insuficiente para comprobar la participación punible del referido encartado, toda vez que éste dice expresamente que a él no le consta que Reyes González haya sido detenido por Jorge Maturana Concha o que éste lo hubiese golpeado, limitándose a afirmar que él lo vio herido en el cuarto de forraje, agregando que un funcionario de la guardia, cuyo nombre no recuerda, le dijo que el Teniente Maturana había traído “a esa persona”, agregando luego que dicho funcionario “le dio a entender que estos detenidos estuvieron siempre a disposición de Maturana…”;


4°) Que, de esta manera, no concurre en la causa ningún elemento de juicio idóneo para comprobar, legalmente, la participación que como autor del mencionado delito de secuestro se le imputa a Jorge Maturana Concha;


5º) Que el mérito del proceso y lo antes analizado no permiten  a este Tribunal llegar a la íntima convicción a que alude el principio contenido en el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, en cuanto a que al procesado Jorge Maturana Concha le haya correspondido una participación culpable y penada por la ley, como autor del delito de secuestro calificado de Segundo Hernán Reyes González, por lo que debe ser absuelto de la acusación formulada en su contra como autor del referido ilícito penal, tal como lo pidió su defensa;

6º) Que, en efecto, como lo prescribe el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley. 

           Además, el Mensaje de este mismo cuerpo legal consigna que si esa convicción no llega a formarse, el juez podrá absolver sin otro fundamento y cualesquiera que sean los antecedentes que elproceso arroje en contra del procesado. En la especie, estos sentenciadores no alcanzan a formarse la convicción de que don Jorge Maturana Concha haya cometido el delito de secuestro calificado de Segundo Hernán Reyes González por el cual, entre otros delitos, fue acusado, y es por ello que arribaron a la conclusión contenida en el motivo anterior; 

          7º)  Que en relación a la cosa juzgada invocada por la defensa del condenado Jorge Maturana Concha al contestar la acusación de oficio (fojas 1.312), es preciso tener en cuenta que, en materia penal, la cosa juzgada que surge de las resoluciones judiciales señaladas por la ley, permite la real vigencia del derecho, impidiendo una nueva persecución penal por los mismos hechos, constituyéndose en un impedimento para un nuevo enjuiciamiento al entender resuelto el conflicto que motivó el ejercicio de la jurisdicción. La cosa juzgada por una parte posibilita el cumplimiento de lo decidido y, por la otra, impide que el asunto sea revisado en otro juicio, ello con el fin de mantener el orden y la tranquilidad social. El principio del “non bis in idem”, de rango constitucional, que procura impedir una doble sanción por el mismo hecho, es cautelado o garantizado a través de la excepción de cosa juzgada.

          8º) Resulta evidente que frente a las distintas modalidades de la cosa juzgada civil y penal, las reglas de la primera no resultan del todo aplicables a la segunda. En efecto, las normas pertinentes del Código de Procedimiento Penal, razonan siempre sobre la base del hecho punible y la persona responsable de él, de este modo al no exhibir la segunda una reglamentación clara, como la tiene en materia civil, la doctrina unánime –compartida en reiterados fallos por la Excma. Corte Suprema de Justicia– sostiene que no le es aplicable la triple identidad consagrada en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, postulando como únicas exigencias la identidad de los hechos punibles investigados e identidad de sujetos activos del delito, en función de aquello que constituye lo central del proceso penal, a saber, la acreditación de los hechos que constituyen la infracción penal y la determinación de la o las personas responsables del mismo, extremos sobre los cuales, en consecuencia, versa el juzgamiento, cuya repetición se impide por la institución de la cosa juzgada;
          9º) Que lo concluido precedentemente se encuentra consagrado en el artículo 408 Nº 7 del Código de Procedimiento Penal, que autoriza el sobreseimiento definitivo cuando el hecho punible de que se trata haya sido materia de un proceso en que haya recaído sentencia firme que afecte al actual procesado, de lo que puede desprenderse que para la procedencia de la cosa juzgada en materia penal se requiere únicamente de la identidad del hecho punible y del “actual procesado”, es decir, una doble identidad, alcanzando sólo a quienes han sido partes en el proceso anterior, lo que viene a significar –en sede procesal penal– que el actual procesado debe haberlo sido también en la anterior causa;

          10º) Que la defensa del acusado Maturana Concha fundó su alegación de cosa juzgada en los autos sobre recurso de amparo roles 3.327-73 y 3.328-73 del ingreso de esta Corte, que se interpusieron a favor de los detenidos Gabriel Lara Espinoza y Jorge Patricio Narváez Salamanca, respectivamente (tenidos a la vista en estos autos por resolución de fojas 1.413 vuelta); sin embargo, dicha acción constitucional no constituye un juicio sustantivo, pues en ella no se formula reproche penal alguno, por lo que no puede entenderse que en dicha acción haya “enjuiciados”, razón por la cual la excepción en estudio debe ser desestimada;

          11º) Que en cuanto a la prescripción gradual, alegada en segunda instancia por el apoderado del sentenciado Arriagada Domínguez (fojas 1.637) y en estrados durante la vista de la causa por el abogado don Renato Zegpi Jiménez, cabe señalar que la imposibilidad de aplicar la institución de la prescripción de la acción penal (por las razones señaladas por el “a quo”),  y que es causal de extinción de la responsabilidad criminal, no alcanza a la denominada prescripción gradual  que es motivo de atenuación de la pena, y que se encuentra consagrada en el artículo 103 del Código Penal;
          En efecto, el señalado instituto constituye una minorante calificada de responsabilidad criminal, cuyos efectos influyen en la determinación del “quantum” de la sanción, independiente de la prescripción propiamente tal, con fundamentos y consecuencias diversas. Así, aquélla descansa en el supuesto olvido del delito, en razones procesales y en la necesidad de no sancionar la conducta, lo que conduce a dejar sin castigo el hecho criminoso, en cambio, la atenuante –que también se explica en razón de la normativa humanitaria– encuentra su razón de ser en lo insensato que resulta una pena tan alta para hechos ocurridos hace largo tiempo, pero que no por ello deben dejar de ser irremediablemente reprimidos, resultando de su reconocimiento una pena menor. De este modo, en los casos como los que se analizan en estos autos, aunque el transcurso del tiempo desde la comisión del ilícito se haya prolongado en exceso, no ocasiona la desaparición por completo de la necesidad de la pena,  y nada parece oponerse a que los tribunales recurran a la señalada atenuación de la pena, pues el largo lapso transcurrido debe morigerar la severidad del castigo.

          En definitiva, la media prescripción constituye una atenuante muy calificada cuyas consecuencias influyen sólo en el rigor del castigo, quedando entregada a la discrecionalidad del juez  disminuir en un grado o dos la pena correspondiente o, simplemente, abstenerse de hacerlo, toda vez que las atenuantes de responsabilidad constituyen un régimen general de individualización de la pena que tiende a favorecer a todo procesado.
          A mayor abundamiento, cabe considerar que por su carácter de norma de orden público que reviste el artículo 103 del Código Penal, que la consagra, su aplicación es obligatoria para los Jueces, en virtud del principio de legalidad que gobierna al derecho punitivo.
          Así las cosas, no se advierte ninguna limitación constitucional, legal, de Derecho Convencional Internacional ni de “ius cogens” para su aplicación, desde que aquellos preceptos sólo se limitan al efecto extintivo de la responsabilidad criminal. Así, aun cuando hayan transcurrido íntegramente los plazos previstos por el legislador para la prescripción de la acción penal derivada del ilícito, sin que la misma sea posible declararla por impedirlo los Convenios Internacionales sobre Derechos Humanos, según lo han sostenido algunos fallos del MáximoTribunal, no existe razón que impida considerarla como atenuante para mitigar la responsabilidad criminal que afecta a los encausados, en la forma que se realiza en la especie por operar la causal de que se trata. Por lo demás, ahora en el ámbito estrictamente jurisprudencial, la Excma. Corte Suprema de Justicia ha acogido la institución consistente en la media prescripción, llamada también prescripción gradual, en materia como la de autos, a la que algún sector de la doctrina  denomina “crímenes contra la humanidad” , lo cual ha ocurrido en diversos fallos del Máximo Tribunal, así v.gr., en los autos Nºs. 559-04; 3587-05; 1528-06; 6188-06; 6525-06; 1489-07; 4723-07;  3587-05;  2422-08, etc.;            

           12°) Que, como se encuentra establecido, la calificación de los delitos de autos, corresponde a la figura que contempla el artículo 141 del Código Penal en su texto vigente al momento de ocurrencia de los hechos, y que pertenece a las figuras de secuestro agravado o secuestro calificado como también se le conoce por algunos autores, circunstancia que debe recogerse expresamente para los efectos de la aplicación de la atenuante consistente en la “media prescripción” que registra el artículo 103 del mismo estatuto citado;

           13°) Que la pena asignada a los delitos por los cuales han sido  condenados los recurrentes es la de presidio mayor en cualquiera de sus grados, de manera que el plazo que ha de transcurrir para que opere la prescripción de la acción penal es de diez años, según lo estatuido en el artículo 94 del Código Penal. En consecuencia, el término cuyo transcurso permite reconocer la concurrencia de dos o más circunstancias muy calificadas y ninguna agravante (prescripción gradual), es de cinco años; 

              14°) Que para los efectos del cómputo del plazo de la prescripción gradual debe precisarse, en primer lugar, la fecha de perpetración o inicio de los delitos de secuestro, siendo éstas, cronológicamente,  las siguientes: 22, 25,  27 y 28 de septiembre de 1973, para las detenciones ilegales de Gabriel Valentín Lara Espinoza, José Orellana Gatica, Nibaldo Cayetano Seguel Muñoz y  Jorge Patricio Narváez Salamanca, respectivamente, fecha que permite considerarse como la de inicio de la prescripción acorde a nuestra normativa ordinaria- hasta los días 11 de septiembre de 2002;  22 y 23 de abril de 2003, en que el “Programa Ley N° 19.123 del Ministerio del Interior”, presentó sendas denuncias por los hechos investigados ( sin perjuicio de la querella de 30 de octubre de 2002  presentada por la cónyuge de Nibaldo Seguel Muñoz),    las que rolan a fojas 126, 450, 547, 557 y 750, respectivamente, o, como también se ha considerado en algunos fallos de la Excma. Corte Suprema (Rol 2.228-2008) hasta la dictación de los autos de procesamiento en contra de los condenados, esto es, los días 24 de octubre de 2002, 08, 15, 24 y 25 de abril de 2003, en que se sometió a proceso a Jorge Maturana Concha, Rolf During Pohler, José Pacheco Padilla y Samuel Arriagada Domínguez,   según consta de fojas 1554 vuelta, 60, 227, 319 vuelta  y 463, respectivamente, todo lo cual arroja, en todo caso, un lapso superior a los quince años, plazo más que suficiente para aquilatar la procedencia o no de la media prescripción, que requiere, en el presente caso, de cinco años;                  

            15°)  Que de lo relacionado precedentemente aparece que los condenados Duning Pohler, Maturana Concha, Arriagada Domínguez y Pacheco Padilla  pueden ser beneficiados con la causal de atenuación  de la pena invocada en segunda instancia por la  defensa del encausado Arriagada Domínguez (fojas 1.637), la que también ha de reconocerse a los demás acusados, aunque no la hayan alegado expresamente, ya que el tribunal está facultado para aplicarla de oficio y, por lo demás, se trata de una norma claramente favorable a los condenados;

            16°)  Que el plazo de prescripción de la acción penal para los crímenes a que la ley no impone pena de presidio, reclusión o relegación  perpetuos, entre los que se encuentra el secuestro calificado, es de diez años, conforme lo señala el artículo 94 del Código Penal, el que empieza a correr desde el día en que se hubiere cometido el delito, como expresamente lo indica el artículo 95 del Código citado, y se interrumpe o suspende, cuando el delincuente comete nuevamente crimen o simple delito o desde que el procedimiento se dirige contra el delincuente, en su caso, conforme lo señala el artículo 96 de ese mismo Código.

            17°) Que siempre en relación con la prescripción gradual, debe señalarse que aparece del mérito de los antecedentes que las detenciones y posteriores desapariciones de las víctimas de los delitos investigados en estos autos, fueron denunciadas en su oportunidad como detenciones ilegales o “raptos”. En efecto, el 29 de septiembre de 1973 (fojas 1) se denunció la detención de Jorge Narváez Salamanca, proceso que se sobreseyó temporalmente el 30 de noviembre de 1973, fue aprobado por esta Corte, se dictó el “cúmplase” y se ordenó el archivo el 23 de enero de 1974 (fojas 74). El 04 de octubre de 1973 se denunció la detención de José Orellana Gatica, y el proceso incoado se sobreseyó temporalmente el 05 de diciembre de 1973,  el cúmplase y orden de archivo se dictó el 21 de febrero de 1974 (fojas 297);  Respecto de la detención de Gabriel Lara Espinoza se interpuso un recurso de amparo ante este Tribunal el 06 de febrero de 1975 (fojas 1 del expediente tenido a la vista), el que fue rechazado el 17 de abril de 1975, ordenándose que se instruyera sumario por presunta desgracia por el Juzgado del Crimen de Mulchen, lo cual se cumplió el 12 de mayo de 1975, sobreseyéndose temporalmente dicho proceso el 29 de octubre del mismo año (fojas 421 vuelta), dictándose el “cúmplase” y archivándose el 25 de noviembre de 1975. Por orden de esta Corte se reabrió el sumario el 21 de marzo de 2003 (fojas 430 vuelta), presentándose denuncia el 22 de abril de 2003 (fojas 450). En cuanto a Nibaldo Seguel Muñoz se denunció su desaparición, por su cónyuge,  ante el Juzgado del Crimen de Santa Bárbara el 05 de abril de 2002 y también por el “Programa Continuación Ley 19.123 del Ministerio del Interior”, el 11 de septiembre de de 2002 (fojas 547), y se dedujo querella el 30 de octubre del mismo año (fojas 557). Asimismo, en virtud de denuncia y con las mismas fechas, se investigó la detención y posterior desaparición de José Orellana Gatica;

            18°) Que como puede apreciarse, los referidos procesos criminales por detenciones ilegales y “raptos” se iniciaron entre los años 1973 y 1975 y estuvieron paralizados luego de dictarse los sobreseimientos temporales en los meses inmediatamente posterioresa las respectivas  denuncias. Además, tampoco concurre el presupuesto de la interrupción de la acción penal, habida consideración que los imputados, dentro del período de la prescripción, no cometieron nuevamente crimen o simple delito, como consta de sus extractos de filiación y antecedentes agregados a los autos.
No obsta a reconocer esta eximente la anotación penal posterior del sentenciado Arriagada Domínguez, consignada en su extracto de filiación rolante a fojas 394, y en el certificado pertinente agregado a fojas 397, ya que ese delito aparece cometido con  mucha posterioridad a los diez años contados desde la denuncia o el “cúmplase” de la resolución de esta Corte que aprobó el sobreseimiento temporal;

               19°) Que, en consecuencia, cualquiera sdea la forma de cómputo del plazo para la prescripción gradual, sea en la forma señalada en el motivo 17°) o en el basamento 18°), lo cierto es que transcurrió con creces el lapso de cinco años necesario para ello, como también el de 10 años que requeriría la prescripción general que, como lo dijo el Sr. Juez “a quo”, no se aplica en los delitos como los de la especie. 

               20°) Que, decidido entonces que se aplicará la prescripción gradual a favor de los encartados, cabe ahora señalar que,  para determinar la magnitud definitiva de las sanciones penales han de considerarse las siguientes circunstancias: 

               a)  Que como ya se ha dicho,  la pena asignada al delito de secuestro, previsto y sancionado en el artículo 141 del Código Penal, a la fecha de perpetración del delito, era la de presidio mayor en cualquiera de sus grados si el encierro o detención se prolongaba por más de 90 días, como ocurre en este caso, o si resultare un daño grave en la persona o intereses del afectado. 
               b)  Que a los acusados During Pohler, Maturana Concha, Arriagada Domíngez  y Pacheco Padilla les favorece la atenuante de su irreprochable conducta anterior, acreditada con los antecedentes detallados en los motivos 54° a 57° del fallo en alzada. 
                c)  Que, asimismo,  a todos ellos los beneficia la atenuante calificada de prescripción gradual por las razones señaladas anteriormente;  y en ejercicio de sus atribuciones, esta Corte rebajará la pena privativa de libertad asignada a los delitos, en la forma que se dirá mas adelante;   

            21°) Que por ser reiterantes los acusados During  Pohler y Maturana Concha en dos y tres crímenes de la misma especie, respectivamente, como lo son los secuestros calificados de otras tantas personas de que se trata, debe precisarse previamente si debe sancionársele  separadamente por cada uno de los delitos de que resultan responsables o con arreglo al sistema de la acumulación jurídica de las penas; 
           22°) Que a juicio de estos sentenciadores, y tal como lo concluyó el Sr. juez de primera instancia, les resulta una condena menor con el método consagrado en el inciso segundo del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal, esto es, aplicando la pena asignada al delito que considerado aisladamente, con las circunstancias del caso, le corresponde una pena mayor, aumentándola en uno, dos o tres tramos, según sea el número de los delitos; 
          

           23º) Que los cuatro acusados resultaron ser responsables, en calidad de coautores de los delitos de secuestro calificado que se dieron por establecidos en el veredicto de primer grado, sancionado, en cuanto a penas privativas de libertad personal se refiere, con presidio mayor en cualquiera de sus grados, en términos que en lo que dice relación con Pacheco Padilla y Arriagada Domínguez, la pena base es la de presidio mayor en su grado mínimo, y, dado que les benefician las dos atenuantes antes mencionadas, sin que les perjudique agravante alguna, se rebajará en dos grados dicha penalidad, quedando en presidio menor en su grado medio, en el “quantum” de tres años.

          24º) Que, en lo concerniente a During Pohler, corresponde condenarle por dos delitos de secuestro  calificado, por lo que la pena de presidio mayor en su grado mínimo, considerando que le benefician dos circunstancias atenuantes muy calificadas y no le perjudica ninguna agravante, se rebajará en dos grados, luego de lo cual se aumentará en uno por la reiteración, quedando en presidio menor en su grado máximo, en el quantum de  cuatro años;

          25°) Que, en lo que dice relación con Maturana Concha, procede condenarle por tres delitos de secuestro calificado, por lo que la pena de presidio mayor en su grado mínimo, se le aumenta en dos grados por la reiteración, pero, considerando que le benefician dos circunstancias atenuantes muy calificadas y no le perjudica ninguna agravante, se rebajará en tres grados dicha penalidad, quedando en presidio menor en su grado máximo, en el “quantum” de cinco años.
          26º) Que en lo relativo a las restantes defensas esgrimidas por los apoderados de los encausados, esta corte concuerda con el razonamiento del sentenciador de primer grado para su rechazo;   
          27º) Que conforme a todo lo reflexionado y expresado, resulta evidente que esta Corte no comparte las opiniones de la Fiscalía Judicial, vertidas en su informe de fojas 1479, en cuanto estuvo por confirmar sin modificaciones el veredicto de primera instancia.   

          Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 30 y 103 del Código Penal, 509 y 514 del de Procedimiento Penal, se declara que:

          I.- Se revoca la sentencia apelada de quince de noviembre de dos mil siete, escrita de fojas 1421 a 1457, en la parte que condena a Jorge Maturana Concha como autor del delito de secuestro calificado de Segundo Hernán Reyes González, cometido en Mulchen el 03 de noviembre de 1973, y se declara en cambio que se le absuelve de la acusación de oficio formulada en su contra como autor del referido ilícito penal;

         II.– Se confirma la recién mencionada sentencia apelada, con declaración que:

           a) Se condena a José Horacio Pacheco Padilla y Samuel Eduardo Arriagada Domínguez, cada uno de ellos a la pena de tres años de presidio menor en su grado medio, a la accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y a enterar las costas del litigio, por su responsabilidad de autores, el primero, del delito de secuestro calificado en la persona de Jorge Patricio Narváez Salamanca, cometido en la ciudad de Mulchen el 28 de septiembre de 1973;  y el segundo, como autor del delito de secuestro calificado de José del Carmen Orellana Gatica, perpetrado en esa misma comuna,  el 25 de septiembre de 1973;   
          b) Se condena a Rolf Guilermo During Pohler a la pena de cuatro años de presidio menor en su grado máximo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación para cargos y oficios públicos  durante el tiempo de la codena y a enterar las costas de la causa, por su responsabilidad de autor en los delitos de secuestro calificado en las personas de Jorge Patricio Narváez Salamanca, cometido en la comuna de Mulchen, el 28 de septiembre de 1973, y de José del Carmen Orellana Gatica, perpetrado en la misma comuna, el 25 de septiembre de 1973;

          c) Se condena a Jorge Maturana Concha, a la pena de cinco años de presidio menor en su grado máximo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena,  y  a enterar las costas de la causa, por su responsabilidad de autor en los delitos de secuestro calificado en las personas de Jorge Patricio Narváez Salamanca, cometido en la comuna de Mulchen, el 28 de septiembre de 1973;  de Valentin Lara Espinoza, perpetrado en la misma comuna,  el 22 de septiembre de 1973; y de Nibaldo Cayetano Seguel Muñoz, cometido en Mulchen  el 27 de septiembre de 1973;

          III.- Se confirma, en lo demás apelado, la referida sentencia.

          IV.- Por reunirse los requisitos legales para ello, y atendido los informes presentenciales evacuados por Gendarmería de Chile que rolan a fojas 1411, 1537,1540 y 1545, se revoca el párrafo 2° del acápite 4° del mismo fallo y, en cambio, se concede a los sentenciados Duning Pohler y Maturana Concha    el beneficio de la libertad vigilada, debiendo quedar sometidos a tratamiento y observación por Gendarmería de Chile por el tiempo de la condena, y cumplir las condiciones que señalan las letras a), b), y c) del artículo 17 de la Ley N° 18.216, más el pago de las costas de la causa. Los condenados deberán presentarse dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se ordene el cumplimiento de este dictamen por el tribunal de primera instancia. Asimismo, por reunirse los requisitos legales, se concede a los sentenciados Pacheco Padilla y Arriagada Domínguez el beneficio de la remisión condicional de la pena privativa de libertad personal que les fuera impuesta, debiendo cumplir éstos con los requisitos contemplados en el artículo 5° de la Ley N° 18.216, fijándose un plazo de observación por Gendarmería de Chile de tres años.

          Si por cualquier motivo les fuere revocado el beneficio anterior, y tuvieren que cumplir efectivamente las condenas privativas de libertad personal, le servirán abono los  días que el fallo de primer grado les ha considerado.   

          V.- En cuando a los sobreseimientos definitivos parciales elevados en consulta:

        Sustituyendo por el N° 5 la cita del N° 6 del artículo 408 del Código de Procedimiento Penal, se aprueba el sobreseimiento definitivo parcial contenido en la resolución consultada de cuatro de enero de dos mil cuatro, escrita a fojas 806.

          Se aprueba, asimismo, el sobreseimiento definitivo parcial que se contiene en la resolución consultada de veintisiete de abril de dos mil siete, que se lee a fojas 1.169. 

          El Sr. Juez de primera instancia dictará, en su oportunidad, la resolución que en derecho corresponda respecto del procesado Carlos Walter Campos Pérez, que fue declarado rebelde a fojas 1.185 vuelta.
         Regístrese y devuélvase con todos sus agregados.

          Redacción del Ministro don Claudio Gutiérrez Garrido.   


 No firma el abogado integrante señor Villena, quien concurrió a la vista de la causa y al acuerdo, por estar ausente.

          Rol N° 667-2008.-
Concepción, tres de marzo de dos mil nueve.





Estando acordado el fallo, se designa para su redacción  al  Ministro don Claudio Gutiérrez Garrido.




Póngase en conocimiento de las partes.

No firma el abogado integrante señor Villena, quien concurrió a la vista de la causa y al acuerdo, por estar ausente.
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